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taré  una  solasíiaba  á  cualquier  ataque  que  acerca  de  su  con- 
tenido se  me  haga  por  algún  periodista  ó  por  escritorco 
anónimos,  pero  que  al  mismo  tiempo  quedo  dispuesto  a 
responderá  TJ.  sus  observaciones,  siempre  que  vengan  fir- 
madas como  se  subscribe  de  U.  atento  servidor  Q.  B. 
8.   M. 


Manuel  Ros. 


iq. 
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LOS  MINISTROS  QUE   COMPUSIERON 

EL 

COITSBJO  Da  ©OBlEniTO 
SOBRE  SU  DECRETO  DE  6  DE  JUNIO 

DE  ESTE    AÑO, 

EN  CUMPLIMIENTO  DE  LO  ORDENADO 
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Convención  Nacional 

en  resolución  dé  30  del  mismo. 


lilIVIA  1834. 


IMPRENTA  DEL  CONSTITUCIONAL 

POR  LUCAS  DE  LAMA. 
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Eli   CO]\SEJ®BE  ^©SÍEHW®. 


CONSIDERANDO: 

I.  Que  en  el  Republicano  de  Arequipa  de  7  de  mayo  del 
presente  año  se  halla  el  nombramiento  de  canónigo  doctoral  de 
la  iglesia  de  Arequipa,  hecho  por  el  sedicioso  Gamarra  en  favor 
del  Dr.  D.  Eusebio  Nieto,  y  aceptado  por  este; 

II.  Que  este  nombramiento  ademas  de  ser  nulo  en  fuerza 
de  la  ley  de  26  de  febrero  ultimo,  envuelve  una  usurpación  del 
patronato  que  corresponde  esclusivamente  al  gobierno  supremo 
legitimo; 

III.  Que  según  el  tenor  déla  ley  la.  titulo  6.  °  libro  1.° 
de  las  de  Indias,  el  que  egerce  el  patronato  sin  correspondería, 
y  el  que  recibe  oficio  ó  beneficio  del  falso  patrón,  incurre  en  las 
penas  de  perdimiento  de  las  mercedes  que  hayan  alcanzado,  se 
hacen  inhábiles  para  obtener  otras,  y  deben  ser  desterrados  per- 
petuamente del  Estado,  si  son  seculares;  y  si  eclesiásticos  se 
les  ha  de  estrañar  de  la  República,  y  no  pueden  tener  benefi- 
cios ni  oficios  en  ella; 

IV.  Que  habiéndose  dado  colación  y  canónica  institución 
al  Dr.  Nieto,  se  han  infringido  las  leyes  4a.  y  12a.  del  título 
y  libro  citados,  y  los  infractores  han  incurrido  en  las  penas  im- 
puestas á  los  que  atacan  el  patronato; 

Decreta: 

Art.  1.°  Se  declara  nula  la  provisión  hecha  en  el  Dr. 
Nieto,  por  los  sediciosos,  de  la  canongia  doctoral,  la  que  queda 
en  estado  de  convocatoria. 

Art.  2.  °  Se  declaran  incursos  en  las  penas  de  la  ley  la* 
título  6.  °  libro  1.  °  de  Indias  á  los  que  hicieron  la  presentación, 
y  al  que  aceptó  el  nombramiento. 

Art.  3.  °  Se  declaran  igualmente  incursos  en  las  penas 
que  designan  las  leyes  contra  los  que  contravinieren  al  patronato 
á  los  que  se  hubieren  prestado  á  dar  colación  al  Dr.  Nieto  contra 
Ife  prevenid»  en  la  4a.  y  13a.  del  título  y  libro  citados. 
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El  Prefecto  de  Arequipa  queda  encargado  del  cumplimien- 
to  de  este  decreto. 

Dado  en  la  casa  del  Gobierno  en  Lima  á  6  de  junio  de 
de  1834-15.  =>  y  13.  o_Jos¿  Villa^Framisco  Valle-Riestra-. 
P.  O.  de  S.  E.— 'Matías  León. 


Los  Diputados  que  suscriben,  teniendo  en  consideracioa 
que  el  decreto  de  6  del  presente  expedido  por  el  Consejo  de 
Gobierno,  es  de  suma  entidad  en  el  orden  político  y  religioso, 
y  que  por  sus  trascendencias  debe  ser  exammado  por  la  Con- 
vención Nacional  antes  que  surta  los  efectos  de  su  tenor  en 
la  parte  que  toca  á  la  aplicación  de  las  penas  personales,  de 
los  eclesiásticos  que  se  declaren  reos,  piden  que  la  Convención 
Nacional  diga  al  Egecutivo,  dé  cuenta  de  los  motivos  y  ante- 
cedentes que  han  dado  lugar  á  dicho  decreto,  y  que  sus  efec- 
tos en  la  parte  que  pena  á  los  citados  eclesiásticos,  queden  sus- 
pensos hasta  que  la  Representación  Nacional  delibere  lo  que 
convenga.  Lima  junio  9  de  18Bé-.R.  Ramírez  de  Avellano^ 
Benuo  Lazo— Juan  Minauro—José  Ignacio  Madalengoytia—José 
Goycochm^Pedro  Ysasi—José  A.   Terry— Nicolás  Piedra. 
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SECRETARIA  DE  LA  CONVENCIÓN  NACIONAL. 

Lima  á  20  de  Junio  de  1834. 

Al  Sr.    Ministro  de  Estado  en  el  Departamento   de  Gobierno  y 
Relaciones  Exteriores. 

La  Convención   Nacional  en  sesión  de    anteayer  ha  re- 
suelto  que  el  Egecutivo  informe    acerca  de    los  motivos  que 

tuvo  el  Consejo  de  Gobierno  para  expedir  el  decreto  de  6  del 
que  espira,  sobre  la  provisión  de  la  canongia  doctoral  de  la  dio- 
cesis  de  Arequipa  y  aplicación  de  las  penas  á  los  eclesiásticos 
con  arreglo  á  las  leyes  que  se  refieren  en  el;  y  que  se  suspenda 
la  egecucion  de  dicho  decreto. 


De  su  orden  lo  comunicamos  á  U.  S^.  para  inteligencia 
del  Poder  Egecutivo  y  fines  consiguientes. 

Dios  guarde  á  ü.  S. — J.  Mañano  de  Cáceres,  Diputado 
Secretario — F.  J.  Mariategui,  Diputado  Secretario. 


Lima  1.  °  de  julio  de  1834 — Respecto  á  que  estoy  impe- 
dido, como  miembro  que  fui  del  Consejo  de  Gobierno,  en  cuyo 
mismo  caso  se  halla  el  Sr.  Ministio  déla  Guerra,  pásese  al  en- 
cargado del  Ministerio  de  Hiacienda  para  que  acuerde  con  S.  E. 
lo  que  estime  conveniente— León. 


ECXMO.  SEÑOR. 

ÍEjGS  Ministros  de  Estado  que  componian  el  Consejo  de  Gío- 
biéimo  van  á  informar  sobre  el  decreto  de  6  de  junio  en  que 
anularon  la  provisión  de  la  canongía  doctoral  de  Arequipa  he- 
cha por  el  sedicioso  Gamarra  en  el  D.  D.  Eusebio  Nieto;^  y 
en  que  declararon  las  penas  señaladas  por  la  ley  á  los  que 
usurpa -on  el  patronato,  al  que  aceptó  la  gracia  del  falso  patrón 
y  á  los  que  se  complicaron  otorgando  la  colación  y  canónica 
institución.  Parece  que  nada  mas  podia  apetecerse  que  el  tenor 
del  enunciado  decreto  en  que  están  apuntados  los  hechos  y  las' 
leyes  infringidas;  empero  ya  que  se  obliga  á  los  Ministros  á 
hablar,  les  será  forzoso  hacerlo  con  alguna  deteírcion,  desarro- 
llar hechos  que  mejor  fuera  quedaran  cubiertos  con  un  velo  muy 
denso,  y  discutir  puntos  de  derecho  muy  delicados  al  mismo 
tiempo  que  muy  sabidos.  Empezarán  por  la  historia  de  este 
negocio,  tomándola  desde  su  principio;  porque  ella  presenta  mul- 
titud de  circunstancias  muy  graves,  de  las  que  fluyen  obser- 
vaciones muy  fuertes. 

Publicados  los  edictos  para  el  concurso  á  la  canongía  doc-^ 
toral,  se  presentaron  el  D.  D.  Eusebio  Nieto,  el  D.  D.  José 
Manuel  Pino  y  el  D.  D.  Manuel  Hurtado  y  Zapata.  Cuando  se 
habia  vencido  el  término  de  los  edictos,  tuvo  el  ultimo  que  ve- 
nir á  la  capital  á  desempeñar  las  augustas  funciones  de  Di'^ 
putado  á  Congreso,  y  este  á  indicación  suya  mandó  suspender 
las  actuaciones  literarias  hasta  que  cerradas  las  sesiones  re- 
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gres  ara  a  Arequipa,  á  fin  de  qu  eno  fuera  perjudicado  en  sa 
carrera  por  hallarse  impedido  en  servicio  de  la  nación.  Esta  re- 
solución es  de  18  de  diciembre  de  1832,  y  se  registra  á  foj. 
11.  del  espediente  agregado.  Llegado  el  caso,  consultó  el  R. 
Obispo  al  gobierno  sobre  la  demora  que  padecía  el  concruso 
por  hallarse  en  Moquegua  el  Señor  Dr.  Zapata,  y  estar  tam- 
bién ausente  el  Señor  D.  D.  Francisco  de  Paula  Vigil,  que 
era  el  asistente.  Esta  nota  y  la  respuesta  del  ministerio  en  que 
se  nombra  de  asistente  al  D.  D.  Mariano  Luna  se  hallan  á  foj. 
13.  Ya  parecía  llegada  la  vez  de  precederse  á  las  funciones 
literarias,  y  entonces  ocurrió  la  convocatoria  al  Congreso  ex- 
traordinario del  año  de  1833,  y  precisado  el  Dr.  Zapata  á  vol- 
ver á  la  capital,  lo  espuso  al  R.  Obispo  de  Arequipa  en  sh 
nota  de  26  de  abril,  que  está  á  foj.  15,  representando  su  legi- 
timo impedimento  y  la  ninguna  culpa  que  tenia  en  la  demora 
de  las  actuaciones.  A  pesar  de  esto  se  procedió  á  los  demás  trá- 
mites del  concurso,  el  Dr.  Zapata  formalizó  una  protesta  que 
se  halla  áfoj.  23,  y  se  discutió  el  punto  por  el  Venerable  Dean 
y  Cabildo,  según  aparece  en  las  actas  que  siguen.  No  se  oye- 
ron las  razones  del  Dr.  Zapata,  y  se  desatendió  su  protesta, 
igualmente  que  la  de  otros  miembros  del  cabildo,  que  la  apo- 
yaron. El  resultado  fué  que  se  atropello  todo,  y  salió  con  la  vo  - 
tacion  el  Dr.  Nieto,  único  opositor,  por  no  haber  querido  el 
Dr.  Pino  repetir  las  funciones,  eegun  aparece  del  acta  de  foj. 
59.  Entonces  el  Dr.  Zapata  el  Señor  Dean  y  el  canónigo  de 
merced  recurrieron  al  gobierno  por  sus  escritos  de  foja  117  foja 
121  y  foj.  125,  fundando  la  nulidad  del  concurso  celebrado,  como 
lo  declaró  el  gobierno  por  su  decreto  de  10  de  agosto  corriente 
á  foj.  148.  Esta  determinación  dio  lugar  á  que  se  hicieran  es- 
posiciones  muy  acaloradas  por  el  R.  Obispo  y  por  el  Dr.  Nieto 
aun  atacando  al  Egecutivo;  y  por  esto  el  Consejo  de  Estado  en 
su  voto  que  está  á  foj.  180  concluyó  que  debia  escribirse  al  R. 
Obispo  ser  muy  desagradables  al  gobierno  las  espresiones  inju- 
riosas qne  vertia  contra  el  V.  Dean,  y  que  hiciera  entender  al 
D.  Nieto  que  por  indulgencia  no  se  le  hacia  juzgar;  pero  que 
estuviera  advertido  de  que  sufriría  todo  el  peso  de  la  ley  si  en 
lo  euccesivo   no  guardaba  todo  el  respeto  y  decoro  debido  á  la 


suprema  autoridad.  Con  este  voto  se  conformó  el  gobierno  por 
su  decreto  de  16  de  octubre  próximo  pasado  que  se  lee  á  la 
foja  citada.  En  este  estado  se  hallaba  el  concurso  cuando  el 
ex-general  Gamarra  se  apareció  en  Arequipa  en  mayo  de  este 
año,  y  nombró  al  Dr.  Nieto  para  la  canongía  doctoral,  como  se 
ve  en  el  Republicano  de  foj.  186. 

De  la  narración  de  estos  hechos  deduce  el  menos  suspi- 
caz, que  este  asunto  se  sostenía  con  el  mayor  fuego,  que  no  se 
perdonaba  medio  alguno  para  lograr  una  silla  á  que  se  aspiraba  con 
la  mayor  vehemencia,  que  se  habia  llevado  el  resentimiento  hasta 
el  estremo  de  sacrificar  la  patria,  las  leyes  y  lo  mas  sagrado; 
y  que  á  trueque  de  salirse  con  su  intento  daban  impulso  á  la 
mas  espantosa  revolución,  y  no  temian  complicarse  en  los  crí- 
menes atroces  con  que  á  su  vista  han  derramado  la  sangre 
peruana  hijos  desnaturalizados.  No  es  esta  la  única  observación 
que  salta  á  los  ojos.  Se  penetra  que  les  era  indiferente  re- 
cibir el  beneficio  de  cualquiera  mano;  porque  ni  se  esperó  á 
IB»tenerlo  del  que  se  denominaba  Gefe  Supremo  provisorio,  sino 
que  bastó  espidiera  el  nombramiento  un  general ,  que  el  mas 
estúpido  nunca  ha  creido  pueda  egercer  las  funciones  del  pa- 
tronato. Esto  es  mas  notable  cuanto  que  se  sabe  hay  ciertos 
eclesiásticos  que  hasta  ahora  desconocen  el  derecho  del  patro- 
nato en  nuestro  gobierno,  y  que  han  ocurrido  á  Roma  para  legi- 
timar sus  nombramientos  y  poder  percibir  los  frutos  de  sus  pre- 
bendas con  seguridad  de  conciencia.  De  otro  modo  ¿como  po- 
drá entenderse  que  un  eclesiástico  de  literatura  haya  incidido 
en  el  error  de  creerse  canónigo  con  el  deápacho  librado  por  un 
general  que  aun  carecía  del  titulo  colorado  de  Presidente  de 
la  República?  Pero  degemonos  de  acriminaciones,  y  vamos  á 
examinar,  si  el  gobierno  ha  procedido  con  arreglo  á  las  leyes 
ó  si  ha  saltado  las  barreras   que  estas  le  ponen. 

Es  indudable  que  el  Dr.  Nieto  fué  nombrado  canónigo 
por  Gamarra,  que  aquel  aceptó  la  gracia,  que  este  no  egercia 
el  patronato,  y  que  se  le  dio  colación  y  canónica  institución 
de  este  beneficio.  La  ley  la.  titulo  6.  ^  libro  1.  °  de  las^e- 
cop.  de  Indias  declara  que  el  patronazgo  pertenece  piitiva- 
mente  al  rey  (que  es  ahora  al  gobierno);  prohibe  que  nadie 
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pueda  entrometerse  en  cosa  tocante  á  él,  ni  proveer  iglesia 
oficio  ni  beneficio,  ni  recibirlo  sin  su  presentación  ó  de  la  per- 
sona autorizada  para  presentar,  y  fija  la  pena  de  los  transgre- 
sores  por  estas  palabras:  "Y  el  que  lo  contrario  hiciere,  sien- 
do persona  secular,  incurra  en  perdimiento  de  las  mercedes  que 
de  nos  tuviere  en  todo  el  estado  de  las   indias,  y   sea  inhabü 
para  tener  y  obtener  otras,  y  desterrado  perpetuamente  de  to- 
dos nuestros  reinos;  y  siendo  eclesiástico,  sea  habido  y  tenido 
por  extraño  de  ellos,  y  no  pueda  tener  ni  obtener  beneficio  ni 
oficio  eclesiástico  en  los  dichos  nuestros  reynos,  y  unos  y  otros 
incurran  en  las  demás  penas  establecidas  por  leyes  de  estos 
reynos,  y  nuestros  vireyes,  audiencias  y  justicias  reales  proce- 
dan con  todo  rigor  contra  los  que  faltaren  á  la  observancia  y 
firmeza  de  nuestro  derecho  de  patronazgo,  procediendo  de  ofi- 
cio ó  á  pedimento  de  nuestros  fiscales,  ó  de  cualquiera  parte 
que  lo  pida,  y  en  la  egecucon  de  ello  pongan  la  diligencia  ne- 
cesaria."  La  ley  4a.  del  mismo  titulo  y  libro  prescribe  que  las 
dignidades  y  prebendas  se  provean  por  presentación  del  patr« 
á  los  prelados;  y  sin  la  dicha  presentación,  concluye,  y  titulo,  co^ 
loción  y  canónica  institución  par  escrito,  no  se  le  dé  la  posesión 
de  la  dignidad,  canongia,  radon  ó  media  ración,  ni  se  le  acuda 
con  los  frutos  y  emolumentos  de  ella,  só  las  penas  impuestas  por 
las  leyes  á  los  que  contravinieren  á  nuestro  patronazgo  real.  En 
el  mismo  mentido  habla  la  ley  12  siguiente.  Es  visto"  pues  que 
cuando  el    Consejo  de  gobierno  dictó  el  decreto  de  6  dejunia, 
lo  hizo  con  la  ley   en  la  mano,  no  salió  un  ápice  de  sus  atri- 
buciones, ni  ha  merecido  que  se  censure  su  conducta  con  la 
acrimonia  que  se  ha  hecbo. 

Pero  es  que  el  Consejo  de  Gobierno,  se  dirá,  se  ha  me. 
tido  á  aplicar  penas,  ha  condenado  s^n  figura  de  juicio,  y  ha 
usurpado  ademas  las  atribuciones  del  Poder  Judicial.  Examina- 
remos si  acaso  corresponde  á  losjueces,v  haremos  ver  con  doc 
trmas  y  principios  irrefragables,  que  nunca  se  ha  conocido  ni 
podido  conocer  en  esta  clase  de  negocios  con  una  jurisdicción 
ordinaria.  La  primera  reflexión  nace  de  los  mismos  términos  en 
que  ^  concebida  la  proposición  que  motiva  este  informe  üni- 
camente.  Los  señores  Diputados  dejan  traslucir  que  el  decreto 
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no  lo  estiman  arregla-'o  en  la  parte  que  toca  á  la  apíicacioa 
de  las  penas  personales  de  los  eclesiásticos  que  se  declaran 
reos;  y  convienen  por  consiguiente  en  qae  es  legal,  cuando  se 
ha  contraído  á  declarar  la  nulidad  de  la  provisión  de  la  canon- 
gia.  La  autoridad  del  gobierno  proviene  de  las  leyes  citadas  y 
déla  áeO^Ae  febrero  con  que  se  declara  nulo  todo  lo  hecho  por 
los  sediciosos;  en  las  mismas  leyes  de  que  se  colige  la  invali- 
dez del  nombramiento  están  comprendidas  las  penas  impuestas 
a  los  infractores;  y  es  forzoso  concluir  que  pudo  el  gobierno 
hacerlo  to  o,  6  que  nada  pudo  hacer.  Si  ha  podido  pues  de- 
clararse la  nulidad  de  la  provisión,  ha  podido  señalarse  la  pena 
á  los  contraventores;  y  por  el  contrario  sino  ha  podido  hacerse 
esto,  tampoco  está  bien  determinada  la  insubsistencia  del  nombra- 
miento. ¿Y  á  quien  competirá  este  juicio'?  no  al  lego  á  quien 
está  prohibido  juzgar  á  los  clérigos,  tampoco  al  eclesiástico  que 
ha  sido  cómplice,  y  no  puede  ser  juez  y  parte.  En  ultimo  ana- 
}isis  vendríamos  á  parar  en  que  el  Dr.  Nieto  aun  debiera  con- 
tinuar en  la  silla  doctoral,  á  que  fué  provisto  por  Gamarra,  y 
©sta  seria  una  monstruosidad  intolerable. 

Los  clérigos  están  exentos  de  la  jurisdicción  de  los  legos 
y  sus  crímenes  no  pueden  ser  castigados  sino  por  los  jueces 
eclesiásticos.  Cuando  estos  no  quieren  hacerlo,  cuando  son  cóm- 
plices, ó  cuando  son  los  Obispos,  para  cuyos  juicios  no  hay  quieri 
tenga  jurisdicción  en  el  Estado;  es  de  necesidad  que  la  auto- 
ridad temporal  tome  providencias  para  contenerlos,  para  evitar 
el  mal  que  pueden  causar  en  la  sociedad,  y  escusar  el  per- 
Bicioso  egemplo  de  que  se  queden  impunes  los  crímenes.  ¿Los 
encargados  de  la  seguridad  publica  verán  con  indiferencia  que 
se  ataque  esta,  mirarán  que  progresa  el  mal,  y  no  buscarás 
los  medios  de  cortarlo?  Obrarán  con  la  prudencia  de  un  pat- 
dre  de  familia  que  separa  de  su  casa  al  que  le  trastorna  el 
orden,  sin  permitirle  que  vuelva  á  entrar  en  ella.  Este  ha  sido 
el  origen  del  estrañamiento  á  los  clérigos  ,  y  en  estos  casos 
no  se  procede  por  las  formas  establecidas  para  los  juicios,  ni 
en  virtud  de  jurisdicción  ordinaria  contenciosa,  sino   en  fuerza 

de   la  potsstad  política  y  económica.    Esta  no  es  invención  de 
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Ips  que  informan,  es  una  máxima  que  á   mas  de  tener  en  su 
apoyo  la  razón,  «stá  sostenida  por  autoridades  muy  respetables 
que  se  citarán  á  la  letra. 

Frazo  en  el  capitulo  36  de  Reg,   Patrón  Ind.  á  los   na 
meros  21,  22   y  23  dice  lo  seguiente:    Suprema  que  principis 
aucionias  et  majesías  eo  fado  graviter  lesa,  injuriam  que  pas^ 
sa  observatur,   anmadvertitur,  consideraíur,  et  credüur,  ad  qu  ain 
propulsandametvindicándam  jure  óptimo  procedí  posse,  etiam  us~ 
que  ad  ocupatiomm  temporalitatum  eclesiasiici  inobedientis ,  ex- 
pulsionem  á  regno  ac  naiuralitalis  ejusdem  privationem,   docent 
cf-c.ymasabajo.    Ubi  licet  asserat  pcenam  ájudi^e  laico  exequi  non 
posse,  inteligendus  erit  de  ordinaria  pcena,  non  de  extraordinaria 
et  politica  emejidatione  á  potestate  legitima  imposita  <^c.   Boba- 
dilla  en  su  politica  libro  2.  =>   capitulo  18  número  62  habiaad  o 
de  los  casos  en  que  el  clérigo  no  tiene  fuero  dice:   "Caso  8.  => 
es  siendo  los  Obispos  y  personas   eclesiásticas   rebeldes  á  loa 
mandatos  reales,  ofendiendo  al   rey,  ó  á  la   República  ó  á  la 
real  jurisdicción  como  dicho  es,  ó  siendo  perniciosos  á  sus  sub^ 
ditos,  pueden  los  rejes  mandarlos  salir  de  sus  reynos  y  tierras, 
y  condenarles  en  las  temporalidades,  aunque  no  tengan  .contra 
ellos  jurisdicción,  según  que  esto  está  dispuesto  por  derecho  y 
mucho  autores,  porque  están  obligados  á  guardar  la  fidelidad 
y  reverencia  de  su  rey  y  Señor,  y  la    quietud  y  paz   publica» 
según  los  doctores  y  GuiUermo  Durando,  y  porque  según  dice 
Gregorio  López,  son  subditos  suyos  por  razón  del  domicilio.  Per  o 
en  esto  se  debe  proceder  con  mucho  tiento  y  consideración,  por 
que  como  dice  Carlos  de  Grassalis,  esta  potestad  seglar  en  este 
y  otros  casos  semejantes  coatra  los  eclesiásticos  no  es  conten- 
ciosa, por  ser  ellos  exentos  como  lo  son  de  ella  por  derecho  di- 
vino, sino  es  potestad  politica  ó  económica:   bien  asi  como    k 
del  padre  de  familia  que  puede  echar  de  su  casa  al  clérigo,  6 
á  la  persona  inobediente  y  perniciosa  por  la  paz  y  buen  go- 
bierno de  ella,  asi  el  rey  puede  echar  de  su  reyno   (cuya  ca- 
beza  mística  es)  al  clérigo  si  fuese  miembro  podrido  y    desobe- 
diente, conforme  á  lo  de  San  Gerónimo  referido  en  un  decreto 
que  las  carnes  podridas  se  han  de  cortar  y  la  oveja  roños*  ecliak 
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áel  rebaño,  por  que  con  su  contajio  no  inficione  las  demás.!' 
El  Ilustrisimo  Villaroel,  y  nótese  que  fué  un  Obispo  de  Are- 
quipa, en  su  gobierno  eclesiástico  capitulo  18  numero  43  dice: 
"Esta  jurisdicción  económica  y  política  está  muy  lejos  de  la 
contenciosa.  No  tiene  horca  y  cuchillo  un  padre  de  familia;  pero 
quien  puede  quitarle  que  eche  de  ella  al  que  le  turbare  su 
casa?  Si  sustenta  en  ella  un  clérigo,  y  este  le  inquieta  una  hija 
y  le  quita  la  honra,  necesita  del  Obispo,  para  que  le  saque  de 
aquel  trabajo?  El  rey  es  padre  de  familias  en  sus  señoríos  to- 
dos: incumbele  limpiar  sus  reynos  de  hombres  perdidos  y  da- 
ñosos (cita  algunas  autoridades  y  continua)  Y  puede  echar  de 
si,is  tierras  como  de  su  casa  á  los  eclesiásticos  que  se  las  tur- 
ba a.  Dirán  qué  es  gran  castigo  un  destierro,  pero  no  se  les 
da  por  castigo,  que  es  lo  que  en  el  numero  17  dijo  el  Señor  So- 
lorzano:  Dummodo  al  alus  pcznis  absíineant,  et  hanc  expulsión 
nem  non  tan  animo  eos  puniendi  faciant,  quam  ut  regni^mii  pací 
et  ti anquüitati  prospiciant.  cf-c.  Salgado  de  Reg.  protect.  en  la 
parte  la.  capitulo  2.  número  276  dice:  In  hoc  enim  modo  exe^ 
quendcB  protectionis  naturalis,  non  procedit  Rex  ex  vi  et  potentia 

jurisdictionis  contenliosce  etjurisdiccionalis  [quan  in  elencos  exer-  , 
aere  nonpotest]  sed  ex  virtute  potestatis  polilicce  et  economice,  prout 
Avens,  Aceved  ^c.  asserentes  ex  vi  hujus  ceconomicce  et  politices 
potestatis  posse  principem  supremun  cUricos  inobedientes  vim  no^ 
ioriam  inferentes  vasallis  suis,  ac  turbatores  reipublicce,  pacis  et 
Jurisdictionis  á  suis  diiionibus  expeleré  et  ut  extráñeos  habere,  illis- 
que  prcBcipere,  ne  ad  sua  regna  accedant  <^c".  El  doctísimo  Pe- 
dro Marca  en  su  tratado  de  la  concordia  del  Sacerdocio  y  del 
imperio  libro  4  capitulo  18  párrafo  2  trae  ^stas  palabras — Apud 
Hispanos  obtinet,  ut  Epi&copi  et  clerici,  qui  mandatis  regiis  non 
obtemperant,  seu  in  impertienda  tuitione  contra  vimjudicum  ecle- 
siasticorum,  in  causa  eclesiástica  latís,  sive  ad  repellendam  inva- 
sionem,  quce  fit  á  clericis  adversus  jurisdictionem  scecularem,  aut 
ob  quamcumque  aliam  graviorem  contumaciam,  jure  civitatis  seu 

í  naturalitatis  regni  privantur  ut  statim  á  regno  expellantur,  suis- 
que  reditibus  spolientur  non  quidem,  inquiunt  illi  per  modum ju- 
risdictionis ordinariez,  quce,  in  clericos  regibus  non  compeiit;  sed 
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fotestate  quadam  politica  ai  (económica,  utdoceiit  CovarruUas  Bo^  - 
badilla  et  omnes  scriptores  hispani — El   Señor  LLirdizabal  en  su 
discurso  sobre  las  penas,  hablando  de  la  de  estrañan;iento,  dice: 
"Semejante  al  destierro,  aunque  mucho  mas  grave,  es  la  pena 
de  extrañamiento  del   reyno,  de  que  usa  el  principe  en  virtud, 
de  la  potestad  económica  contra  los  eclesiásticos  inobedientes, 
6  perturbadores   del  urden   y  tranquilidad  publica,  y   á  la  cual 
regularmente  acompaña;  la  ocupación  de  temporalidades  y  pri- 
vación de  naturaleza.    Lai  facultad  de  imponer  esta  pena,  so^ 
bre  ser  un  derecho  inmanente  de  la  magestad  y  una  de  las  mas; 
principales    prerogativas  de  la  soberanía,  es  sumamente  impor- 
tante para   contener  á  los  eclesiásticos  discolos,  que  por  sus 
privilegios,  y.  exenciones  tienen  cierta  independencia,  que   sin^. 
este  recurso  seria,  sumamente  perjudicial  á  la  República.  Queda 
pues  convencido  con  los  argumentos  mas   irrefragables  y  con 
las  autoridades  mas  irrecusables  que  en  la  imposición  del  ex- 
trañamiento á  los  cltrigos  no  puede  seguirse  juicio  alguno  can'- 
tencioso.  Examinarímos  ahora  si  el  régimen  constitucional  ha: 
variado  el  njodo  de  proceder  contra  los  clérigos,  que   incurreai 
eir  las  faltas  que  reprimen  las  leyes,  citadas. 

Por  muy  liberales  que  sean  las  leyes, jamás  pueden  proteger- 
la impunidad  de  los  delincuentes,  ni  permitir  en  la  sociedad  cla- 
se alguna  tan  privilegiada,  que  no  tenga  jueces  que  juzguen  sus 
causas,   Taies  instituciones  atacarían  su  obgeto  primario,  que  es . 
la  seguridad  pública,  y  serian  abominables  las  naciones  que  se 
rigieran  por  ellas.  Si  la  Constitución  del  Perú,  como  pretenden-; 
algunos  incautos,  ha  derogado  las  leyes  del  patronasgo,  ó  si  sus^ 
penas  no  pueden  egecutarse  sin  previa- sentencia  del  Poder  Jui-.. 
dicial,  es,  preciso  que  se  diga  por  una,  ley  quienes  son  estos  jue«. 
ees,  quienes  las  autoridades,  porque  de  otra  modo  es  dejar  el  Es~,. 
tado   á  merced  de  hombres  que  no  tienen  quienes  los  juzguen. 
Tal  ley  no  existe  ni  es  posible  tampoco  que  puedadarse  dema-- 
ñera  que  llene  sus  fines.  ¿A  q«ien  se  someterían  los  eclesiásti-^ 
eos  ñifractores  del  derecho  de  patronasgo?  No  á  los  jueces  le- 
gos á  quienes  está  prohibido  por  la  misma  Constitución  juzgarlos. 
¿Se  juzgarían  entonces  por  el  fuero  de  la  iglesia?  Estos  seño- 
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rep  desconocerían  e^ae  regalías  ó  serian-  quizá  cómplices  en  k 
misma  faita  que  se  trataba,  de  reprimir,  y  sagaraoiente  no  se- 
ria el  gobierno  quien  podría  hacer  valer  entonces  sus  pre roga- 
tivas Mo  se  trata  hoy  ya  de  presunciones,  es- un  hecho  probado 
el  que  da  materia,  á  este  informe.  El  Dr.  Nieto  ha  recibido 
un  beneficio  contra  las  leyes  dei  patronato,  el  Reverendo  Obis- 
po de  Arequipa  le  ha  conferido  la  colación  y  canónica  institu- 
ción y  ambos  han  incurrido  por  coiis.guiente  en  las  penas  de- 
signadas por  aquellas.  ¿Podrá  el  R.  Obispo  juzgar  al  Dr.  NietoT 
•y  quien  jív.g  ra  al  R.  Ubispo?  Convengamos  pues,  en  qu&.no 
hay  otro  modo  de  proceder  en  semejantes  casos  contra  los  cle- 
riaos  que  el  que.  se  ha.  observado  liasta  hoy  de  acuerdo  con -las 
leyes  y  coa  los  principios  sentados  por  Í03  autores  mas  •  clasi- 
cos y  piadosos.  .    . 

Que  se  ha  de  conservar  el  &rden,  que  se  han  de  reprimir 
los  crímenes  y  se  han  de  castigar-loíMlelincuentes,  es  una  ver- 
dad incontestable,  y  de  este  prínoipio-  parten  todas  las  doc- 
trinas aducidas  hasta  axiui;  porque,  dicen  los  tratadistas,  que 
si  no  se  puede  ju^;gar  á  los  cUrígos  en,  virtud  de  una  juris- 
dicción ordinaria  contenciosa,  podrá  hacerse  en  virtud  de  esa 
potestad  política  y  económica,  que  egerce  el  primer  magistrado 
para  mantener  el  6rden  y  tranquilidad  páblica.  De  aquí  se  de- 
duce que  la.  causa,  de  este  modo  extraordinario  de-  proceder  es 
la- faltada  jurisdicción  de  los  jueces  legos  respecto  de  las  per^ 
eonas  eclesiásticas.  Sentar  pues  que  han  caducado  estas  dis- 
ppsicioiies  á, mérito  de  haberse  adoptado. el  régimen  constitu- 
cional, es  lo  mismo  que  decir,  que  hoy  pueden  someterse  las 
caasas  de  los  clérigos  al  fuero  común,  lo  que  está  en  coiitra^ 
dicción   con  la  atribución  la.  del  artículo  120  de  nuestra.  Cons- 

titucion.  ^ 

.  En  todos- los.  pueblos  liberales  y  católicos  jamas  se  han  _ 
aplicado  estas  penas  á  las  personas-  eclesiásticas,  sino  del. 
modo  insinuado.  En  la  República,  de  Chile  se  estrañó  al  Re- 
verendo Obispo  Rodríguez  sin  mas^  figura  de  juicio  que  una. 
orden  del  Egecuti^o;  en  la  República  de  Venezuela  recien- 
tmsxás    se  ha.  hecho.  saUr.  á.  su  Obispo-,  ea.  el   termino  de 
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doce  horas  desde  el  momento  que  se  resistió  á  jurar  la  Cons- 
titucion  en  la  parte  que  sancionaba  la  tolerancia  de  los  cultj 
en  la  que  derogaba  el  fuero  eclesiástico,  y  declaraba  el  patronato 
al  gobierno.  Las  curte,  españolas  se  rigen  por  las  mismas  leyes 
que  nosotros,  y  cuando  ,e  hallaba  en  boga  su  Constitución,  ha 
dado  la  siguiente  orden   en    6  de  mayo    de  822.    "Las  cortes 
..después  de  haberse  enterado  con  la  mayor  detención  del  ex^ 
„pediente  á   que  ha  dado  lugar  la  pastoral  que  en  5  de  Enero 
..ultimo  expidió  desde  el   convento  de  Capuchinos   de   Casare, 
„el  R.  Obispo  de  Ceuta  D.  Fr.  Rafael  de  Veles  y  ks  circuns 
..tancias  que  precedieron  á  la   salida  de  aquella  plaza  de   este 
..prelado  y  de  otros  tres  eclesiásticos,  han  resuelto  que  se  diga 
„al  gobierno,  como  lo  hacemos,  que  usando   del  lleno  de  sus 
..facultades,  tome,  si  lo  estima  conveniente,  con  el  R    Obispo 
„de  Ceuta  y  los  demás  que  se  hallen   en  igual  caso,   la  medida 
,.de  estrañamiénto  y  ocupación  de   temporalidades  con  arreglo 
,,á  sus  atribuciones;  y  que  en  cuanto  á  los  otros  tres  eclesiasti 
„cos   que    salieron   de   dicha  plaza  de  Ceuta  al  mismo  tiempo 
«disponga  lo  que  le  parezca  mas  conducente  á  la  seguridad  y 
..tranquilidad  de  la  misma  &c."   MU  otros   egemplares  podrían 
referirse  si  las  tareas  que  nos  abruman  nos  permitieran  recorrer 
la  historia  de  los  últimos  sucesos  ocurridos  en  pueblos  tan  ca- 
tólicos y  tan  liberales  como  el  nuestro.  ¡Pero  para  que  irnos  tan 
lejos!  En  nuestra  misma  República  el  año  de  1831  se  ha  tenido 
un  suceso  bastante  notable  cuando  el  cabildo  eclesiástico  de  Tru- 
gillo  se  negaba  ala  solicitud  del  gobierno,  para  que  transfiriera 
su  jurisdicción  espiritual  al  Gobernador  del  nuevo  Obispado  de 
Chachapoyas.  El  cabildo  eclesiástico  se  sometió  á  las  órdenes 
del  gobierno,  y  evitó  asi  que  se  llevara  á  debido  efecto  la  pena 
de  estrañamiénto  y  ocupación  de  temporalidades  con  que  se  le 
habia  conminado  ya.  La  cosa  ha  sucedido  y  se  ha  sellado  con 
la  aprobación  del   cuerpo  legislativo,  que  se  ha  reunido  despu«s 
dos    veces  y    no  ha  acusado  al  Egecutivo  de  entonces,  ni  se 
ha  hecho  mención   de  tal  hecho  en  el  largo  catálogo  de  infrac- 
ciones que  le  presentó  el  Consejo  de  Estado.    No  se  diga  que 
ha  sido  esto  efecto  de  mera  tolerancia,  el  asunto  fué  botante' 


15 

yuidoso,  se  hizo  gemir  las  prensas  por  los  enemigos  del  gobierno, 
se  derramó  gran  copia  de  luz  por  sus  amigos,  y  quedó  esta- 
blecido entre  los  sensatos  y  amantes  del  orden,  que  el  Egecu-^ 
tivo  habia  obrado  con  arreglo  á  las  leyes. 

Solo  resta  por  contestar  dos  reflexiones,  que  no  demandan 
mucha  detención.  Es  una  que  el  documento  en  que  se  apoyó 
el  Consejo  de  Gobierno  no  es  bastante  ni  se  le  estima  digno  de 
fé.  El  se  halla  á  fojas  186  y  és  conocido  con  el  título  de  iíe- 
publicano,  por  papel  oficial  de  Arequipa.  En  él  ha  publicado  siem- 
pre esa  Prefectura  las  leyes  y  decretos  supremos  y  sus  órdenes 
también;  el  está  costeado  por  las  rentas  del  Estado  y  recono- 
cido para  la  publicación  de  electores  y  de  todos  aquellos  actos 
que  prevenía  la  ley  reglamentaria  se  dieran  á  luz  en  los  periódi- 
cos oficiales  de  los  Departamentos.  El  Republicano  de  Arequipa 
se  halla  autorizado  por  el  gobierno  supremo  en  virtud  de  la  or- 
den circular  que  se  acompaña  en  copia  á  fojas,  y  en  la  que  se 
dispone  que  en  el  periódico  oficial  de  cada  Departamento  se  reim- 
priman las  leyes  y  órdenes  para  trasmitirlas  á  las  autoridades 
y  corporaciones.  Es  pues  el  Republicano  tan  oficial  y  digno  de 
fé  como  lo  fué  antes  el  Conciliador  y  lo  es  hoy  el  Redactor.  El 
hecho  ademas  está  calificado  con  la  confesión  del  Dr.  Nieto 
en  su  recurso  de  fojas. 

El  Consejo  de  Gobierno,  se  ha  dicho  también,  no  ha  tenido 
facultad  para  expedir  este  decreto.  Sentar  esto  es  lo  mismo  que 
fijar  la  nulidad  de  todos  los  actos  de  su  corta  administración. 
Los  que  informan  no  tienen  por  que  contestar  esta  reflexión; 
porque  ellos  no  han  hecho  mas  que  prestarse  con  repugnancia 
á  un  servicio  que  se  les  exigió  á  nombre  de  la  patria.  Sin  em- 
bargo envuelve  un  cargo  al  gafe  supremo  y  parece  oportuno  de- 
cir dos  palabras.  Si  estuvo  ampliamente  facultado  para  tomar 
las  medidas  que  condujesen  al  bien  de  la  patria,  y  no  se  le  res- 
tringió la  facultad  de  delegar  su  poder  ¿pof  qué  principio  se  re- 
putan nulos  los  actos  del  delegado?  Si  asi  se  creia  ¿por  qué  apro- 
bó la  Convención  esta  medida  en  las  dos  veces  que  S.  E.  el 
Presidente  delegó  su  poder  al  Sr.  D.  Manuel  Salazar  y  Baqui- 
jano  y  al  Consejo  de  Gobierno?  ¿No  hicieron  lo  mismo  todas 
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ias  primeras  autoridades  y  corporaciones  de  la  Repiiblica  en  la 
manera  que  lo  ordenaban  los  decreto.,^  de  su  creación? 

Si  á  los  ministros  que  informan   no  se  les  hubiera  pre- 
sentado   esta    ocasión    para    fundar   y    justincar   sus  procedi- 
mientos seguramente  que   se  habrían  proporcionado  otra  para 
hacerlo ;    porque   saben  el    respeto   que  se    debe  á  la   opinión 
publica ,   y    que  es    preciso    satisfacerla  siempre    qua   se  ata- 
ca   la    probidad    de    los    magistrados.       Sin    esta    circunstan- 
cia los  que  informan  habrían  sido  mas  breves,  haciendo  pre- 
sente  á  la  Convención  que  los  SS.   Diputados    autores  de  la 
proposición  la  comprometían  en  una  resolución  que  no  le  com- 
petiíi.     ¿Y  por  qué  no  tendrán  la  firmeza  de  decirlo]    Las  le- 
yes apoyan  que  se   decline  de  los  jueces  cuando  son  incom- 
petentes, por  la   Constitución  puede  cualquiera  decir  al  Eo-e- 
cutivo  q'.ie  ha  traspasado  el   circulo  de  sus  atribuciones  y  aun 
acusarlo  por  esta  infracción  |por  qué  no  ha  de  tenerse  itrual 
franqueza  con  la  Representación  Nacional?  La  Convención  no 
ha  podido  suspender  los  efectos  del  decreto  de  6  de  junio  ni 
puede  examinar  la  conducta  del  Egecutivo.    Sus  facultades  n© 
han  nacido  sino  de  la  imperiosa  necesidad  de  salvar  la  patria 
que   es  la  primera  ley.    Cuando  se  rompió  el  hilo  constitucio- 
nal por  haberse  cumplido  el  periodo  del  mando  de  Gamarra 
ein  tener  succesor  elegido,  ni  dejarse  por  los  facciosos  que  lo 
sostituyera  el  Presidente  del  Senado;  faé  indispensable  que  pro- 
cediera la  Convención  á  elegir  un  Presidente  provisional,  para 
evitar  que  la  República  quedara  en  acefalía.     Cuando  estalló 
la  sedición  del  3  de  enero,  se  trastornó  el  orden  piliblico,   se 
encendió  la  guerra  civil  y  se  puso  la  República  en  una   com- 
pleta conflagración;  fué  preciso  que  la  Convención  autorizara 
extraordinariamente  al  Egecutivo,  para  que  no  pereciera  la  pa- 
tria por  las  pocas  facultades  del  ciudadano  encargado  de  sal- 
varla. En  esta  urgente  necesidad  lo  podía  todo,  como  la  única 
Representación  Nacional  á  favor  de  la  que  se  presiunia  vehemen- 
temente estaba  la  voluntad  de  los  pueblos,  muy  pronunciados  ade- 
mas contra  los  enemigos  de  nuestras  libertades.   La  necesidad 
pues  de  salvar  la  patria  autorizó  á  la  Convencían  para  enten- 
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der  en  otros  obgetos  que  no  fueran   la    reforma  de  la  Carta,  y 
cesada  esta   necesidad    ha  debido   desprenderse  de   esa   omni- 
potencia que  ella  sola  podia  justificar.   La  necesidad  ha  cesado, 
la  Convención  misma  lo  tiene  dicho,   desde  que  todos  los  pueblos 
del  Peni   acabaron  de  pronunciarse  por  el  orden,  y   decretó,  que 
cuanto  antes  se  promulgara  y  jurara  la  nueva  ley  fundamental. 
Es  visto  pues  que  ya  no  se  está  en  el  caso  de  que  tome  la  Con- 
vención mas  medidas  que  las  relativas  á  la  Constitución,  es  de- 
cir, dar  las  leyes  secundarias  que  faltan.    Y  si  no  ¿para  qué  se 
juró  la  Constitución?    Los  informantes  saben  que  este  juramento 
es  el   que  liga   á  guardar  y  hacer  guardar  la  Constitución,  que 
se  inflinge    esta  obrando  de  diverso  modo  del  que  detalla,  y  que 
si  los  Ministros  que  la  juraron  deben  observarla,  no  corresponde 
menos  su  observancia  á  los   convencionales  que  la    han  jurado 
también.    ¿Q,ué  artículo  de  esta  Constitución  dice  que  la  Conven- 
ción juzgue  la  conducta  del  Egecutivo?  Ninguno.   Los  Ministros 
pueden  ser  acusados  por  la  cámara  de  Diputados  á  la  de   Se- 
nadores, puede  esta  declarar  haber  lugar  á  formación  de  causa, 
y  son  juzg-ados  entonces  por  la  Corte  Suprema.  Esto  es  lo  que 
deben  esperar  los  Ministros  y  nada  mas.  Es  tan  verdadero  es- 
to que  si  la   Convención    llevara   este   asunto   hasta  el   extre- 
mo de    ordenar    que  se  nos  juzgara  ,  el  supremo    tribunal    se 
abstendría  de   hacerlo  ;    porque  su  jurisdicción    proviene    solo 
del  articulo  114  atribución    primera  y    segunda  de  la    Consti- 
tución que  no  se  la  concede  sino  en  el  caso  de  acusar  la  Cá- 
mara de   Diputados   y  declarar  que  ha  lugar  á  juicio  la  de  Se- 
nadores,  ó  cuando  se  está  en  el  de  residencia.    En  el  orden 
Constitucional  que  rige  la  República  no  se  encuentra  que  la  Con- 
vención haya  podido  juzgar  la  conducta  del  Egecutivo.    Toma 
esto  mas  fuerza,  considerando  jque  cuando  la  Convención  ha  que- 
rido hacer  algo  mas  que  reformar  la   Cai-ta,  se    ha  autorizado 
para  ello  con  algún  articulo  transitorio,  que  á  este  respecto  le- 
jos de  decir  algo  parece  haberse  ligado  á  no  hacerlo  por  su  ar- 
ticulo 12  en  que  habla  únicamente  de  dar  las  leyes  que  crea  ne- 
cesarias para  ponerla  Constitución  en  egercicio. 
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Los  Ministros  creen  haber  satisfecho  los  pantos  que  se  pro- 
pusieron, y  dejar  sincerada  sa  conducta.  Si  aun  no  ¡obraren  per- 
suadir la  rectitud  de  sus  procediaúeníos,  descansaran  en  el  tes- 
timonio de  su  conciencia,  que  da  nada  los  acusa. 

Lima  julio  10  de  1834:—José' ViUa—Malias  Leoii—Fran- 
■trisco  Valle-Riestra. 
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